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le siguiente

1lI Sala Primera del Tribunal Cons1iWcional. compue..
ta por don Miguel RodrlgUltz.Pil\ero y 8ravo-Ferrer. Pr.
sidenta; don Fernando Garcfe-Mon y Gonz6~ueral.
don ClIr10s de la Vega l!enayas. don Vicente Glmeno
Sandre. don Rafael de Mendiz6bal Allende Y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 346/89. promovido
por dalla Maria Rosa Migas Margenet represent8de
por el Procurador don Araimiro Vézquez Guill'n y defen­
dida por el Abogado don"Francisco Ramoa Méndez. con­
tra la Sentencia emitide por el Tribunal Supremo (Sala
Cuarta de lo Contenciose>-Administrativo). de 23 de
diCiembre de 1988. que confirmó le sanción imp_
a la actora por una parcetaci6n urbanlstíca ilegal en el
paraje ClII Artiga (Uis6 de Munt). Ha comperecido la
Generalided de ClItalul\e, rapreeentada y defendida por
el Latredo don Aureliano Garcla Fernéndez y ha inter­
venido el Ministario Fiscal. Ha sido Ponente el Megistredo
don Vicente Gimano Sendra. quien axpresa al perecer
dele Sala.

1. Antecedantes

1. Mediante escrito registredo en aste Tribunel el
22 de fabrero de 1989, que habla sido gresentedo en
al Juzgado de Guardie el antarior dla 2 , dolla Marla
Rosa Migas Merganat r~aant8depor el Procurador
don Argimiro Vézi¡uez Guillén~ dafaodida por el Abo­
gado don Francisco Ramos· M "ldaz. interpuso recurso
de amparo contra Sentencia de la Sala Cuarta del
Tribunal Supremo. de 23 de diciambre de 1988
(r.. 1098-87). por infracción de los arta. 14.24.2 Y 25.1
de la C.E.

En el racurso se pide que .. daclara la nulidad de
la Sentencia impugnada en lo qua afecta a la Sra. Artígas.
de¡ando. por lo tanto, sin afaéto le ..oción edministrativa
impuesta; o que, an su ceso, anvIa las actuaciones al .'
Tribunal Supramo pera que.. sin modificar los hachos'
que se consideran probados en le Sentencie. justifique
razonadamenta al por qué del tratamiento desigual de
la posición jurldica de la actora.

2. Da la damanda de ampero y de los documentos
que sa adjuntan .. deducen loa siguientes hachos: .

a) 1lI Sra. Migas y 'don Antonio Gasulla Torrenti
fueron sancionados por la Dirección Ganaral de Urb..
nismo de la Generalidad de ClItalul\e por Resolución de
26 de junio de 1984 (axp. 13-80~ a causa de dos infrac­
ciones urbanlsticas: una multa de 3.654.815 pel8t8s.
impuasta a ambos por Havar a cabo una percelación
urbanlstice ilagal, y una multa da 571.500 P818t8..
impuesta solo al Sr. Gasulla. como promotor de obras
de urbanización ejecutadas '!..n~. 1lI sanción fue
confirmada an alzade por la ~I!·dePoIltica Terri­
torial y Obras Públices de la Ganaretidad. y. en vIaJudic!aL
por Santancia de la Sala Primera de lo ContanciOso-Ad­
ministrativo dtt la Audi8"!'ie Territorial de Barcelona da

27 de marzo da 1987 (a. 429-A-85). Apeleda 'sta. al
Tribunal Supremo, por la Sentencia ahora impugnada.
anuló las ..ncionas impuestas a don Antonio Gasulla
y confirmó la impuesta a dolla Rosa Migas.

3. En le demande de ampáro sa imputa a asta última
Sentencia. an primar lugar, la infracción dal art. 24.2
C.E.. por inaxistancia de prueba de los hachos an que
se ",.tende apoyar le ..nción. En la propia fundaman­
taetón de la Sentencia ....lIala que la Administración
ni siquiera ha solicitado el recibimiento a prueba en la ­
vla judicial y se indica que algunos de los hachos han
quedado sin probar. Asf. por ejemplo, la razon por la
que SIl considera promotora ala recurrente. cuando siem­
pre actuó con al exclusivo car6etar de nuda propietaria;
el valor que se ha dado a la suparlicie percelaria y que
ha servido pera determinar la cuantla de la sanción; las
circunstancies a\l'8'!!ntas que concurran en las personas
sancionades; le JUstificación da por qu6 no se ha tenido
en cuanta qua los hechos ..nclonados quedaron .de..
penalizados» tras al\os antas de imponerse la sanción.
Adem6.. ni la Ganeretided ni al Ayuntamiento interesado
cumplimentaron la prueba de confasión judicial solic~
teda por la perte actora en al proceso y admitida y des­
pechada por la Audiencia de Barcelona. No obstante.
sin justificación alguna. la Sentencie del Tribunal Supre­
mo decide revocar la l8nción impuesta el supuesto pr~
motor. don Antonio Gasulla. y mantiene la sanción 8
la propietaria y hoy recurrente.

En segundo lugar, .. imputa a la Santencia la infrac­
ción del art. 25.1 de la C.E. Según la recurrente. se han
sancionado hachos que tuvieron lugar entre 1971 y
1974 con leyes de 1978 Y 1981 (Reglamanto de Di..
ciplina Urbanfstica y llIy de la Genaralidad da Catalul\l\a
de protección d. la lagalided urbanlstica). El Tribunal
Supremo daclara expresamante la irretroactividad de las
normes sancionadoras. pero aplica layes posteriores con
la excusa de que el expadiente sancionador se incoó
con posteriorided. Ademés. en 1981, madianl. convenio
con el Ayuntamianto, la urbanización ilegal quedó leg..
lizada. al recelificarH los tarrenos reperceledos de suelo
urbanizable no programado a suelo urbano. por lo que
as una incongruencia ..ncionar por unos hechos Qua
la recurrente considera «despanelizedoso. Por otra perte.
lo88rts. 228.1 de la Ley del Sualoy 57.1 del Reglamento
de Disciplina Urbanlstica establacen qua sólo puede san­
cloner.. por· infraocionas .urbanfsticas al promotor. al
emprasario de las otuas y al técnico director de las mi..
mas. pero no a la propietaria. cuelidad con que actuó
la hoy recurrente y que .. le reconoce an la Resolución
sancionadora y an la Sentencis de primera instancia.
aIIaóléndose en la del Tribunal Supremo que no queda
justificado por qué se considera promotora a la propie­
taria. pese a lo cual mantiene la ..nción. Por último,
la infracción ast8ba praacrita cuando se inició al expe­
!Iiente sancionador. sin que pueda hablarse de .delito
continuado», pues las lloicas pruebas demuestran que
las ventas de parcelas .. produjeron al principio de la
década de 1970. .

En tercer término se discrimina a la recurrente en
relación con don Antonio Gasulla, Jlues ambos ocupen
posiciones an610gas an el desarrollo de los hechos que
dan luger ala sanción. Sin ambargo. el Tribunal Supremo
revoca la sanción impuesta 8 este último. que actuó
siempre con el ear6eter de P.'omotor, mientras que. sin
justificación aIlIuna de la difarencia de trato. confirma
la sanción da ra propíet8ria, wlnerando al art. 14 C.E.

4. 1lI.Sección Segunde. tras reclamar la aportación
de diversos documentos. abrió tr6mita de alegaciones
acerca del contenido de la demanda [arts. 60.3 y 50.1c)
LOTc]. Tras oIr al informa del Fiscel y las alegaciones
de la perta. la Sección admitió a tr6mita al recurso por

Sala Primera. SanrenciB 784/7992. dtt 76 de
noviembre. Recurao dtt MlpMO 346/7989.
Cqntrll SenreneíB del TriIIuMI Supremo. qUlt
confirmó la sanción impuesta a la IIctora por
lIIIlI PlIrcelación urbltnf$licll iIeQlIl en el Pl/flIiB
ClII ArtiglI. VulrNtrllCi6n del derecho lila lIJtlI/lI
judic/III eleetiVll: motiVllci6n contrlldictorll con
el fllllo dtt la resolución recurridll.
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providencia da 29 de junio de 1989. Tras diversos reque­
rimientos pol1ales y teI~6ficos. .1 12 da febrero de
1990 se tuvieron por reciIlideIlaa actuaciones remitidas
por .1 Tribunal Supremo y por el Tribunal Superior de
Justicia da Cataluña. Igualmante se tuvo por personado
al Le1rado da la Generelidlld da Cataluña y se otorgó
término de alegaciones en virtud del art. 62 LOTC.

6. El Ministerio Fiacal rindió informe el 6 da marzo
de 1990. en favor da que se otorgara el ampero inte­
resado por infracción del art. 24.1 C.E.• anulando la Sen­
tencia dictada POf el Tribunal Supremo a fin da que en
su lugar se diC1e otra en que se '"P&le debidamente
dicho precepto constitucional. Afirma que. aUll9ue la
demanda de ampero se dirige contra la Sentencia dIctada
en apelación. buena parte da Slla alegaciones miran e
la sanción administrativa. como las que se formulan en
virtud dal art. 25.1 C.E.• por lo que se trata da un recurso
da amparo mixto (arta. 43 y 44 LOTe).

No .. pueden aceptar las denuncilldas vulneraciones
del art. 26.1 C.E.. referidas a le aC1uación da la Adm~
nistración. fundadamanta nsspondidas por las Senten­
cias judiciale.. No se sancionan hechos anteriores a la
vigencia da la Ley aplicada. porque lo que hay que tener
en cuenta es cuéndo concluye la infracción y no el
momento en que comienza; el acuerdo urbanlsticO ulte­
rior no tiene efaetoa nstroaetivoI que sanen ilegalidlldas
precedentes. y no .. produce la prescripción mientras
se continúa realizando la infracción.

A continuación el Fi8C8l analiza cuidlldosamenta la
Sentencia del Tribunal supremo. De acuerdo con ella.
existan intarrogantes nllda menos que etitlentes a los
propios presupuestos da la aetivldlld sancionlldOfa de
la Administración: en primer lugar. hay dudas en cuanto
a la tipificación. al no quedar claro ni el velor de las
infracciones ni la participaci6n «tipificada» de la sancio­
nada. y siguen las dudas en otra serie de materias. como
la prueba misma da los hachos que constituyen la infrac­
ción sancionada. que corresponda siempre a la Adm~

nistración. y que en.~ asenciales se reconoce
que no he existido; igual puIIde decirse con la naturaleza
reglada da la potestlld sancionlldOfa y bien claramanta
que .. atribuye a la sancionada la condición de pro­
motora cuando no se ha justificlldo que fuera otra cosa
que propietaria. Pues bien. a ~r da todo ello y sin
explicación alguna ni siquiera impllcita. se mantiena le
sanción respeC10 al damandante.

Las Sentencias han da _ mo!ivlldaá.1o que .. integra
en el deracho e la tutela judicial (STC 24/1990). En
el caso que nos ocupe no hay una ilación congruente
entre lo que se estableca como presupuesto lógico-ju­
rfdico y lo que efectivamenta se resuelve; es más. existe.
una contrlldicción manifiesta. un fallo inconsecuente o',
contradiC1orio. qua da lu~r a una inadecueCión o.error
en el razonamlento}'udicial que vulnera un daracho fun­
damental (STC 100 1987. fundamento jurfdico 4.°).

El Fiscal concluye que la recurnsnta ha visto dasco­
nocido su deracho a recibir una _puesta judicial según
las exigencias que se deriv8n del art. 24.1 C.E. Afirma
que los restantes darechos que alega la raclamante no
dejan da estar incur_ en el fallo judicial. pero no caba
olvidar que su vulneración. si existiera. tendrfa su origen
en la sanción impuaste y no an su confirmación por
los órganos /'udicialeS que no supieron cOfregirla. En
cuanto a la fa ta da igueldad cabria decir que poco impor­
tarfa que a otra persona an la misma situeción se le
dispensa.. otro trato. si el recibido por la recurrente
fuera 8C0f00dado a Deracho. No hay reparo procesal
para adoptar la solución propuesta. pues aunque la
demanda acota la pratansión da amparo. las consecuen­
cias jurfdico-constitucionalas que se formulen no vincu­
lan el juicio dal Tribunal (SSTC 138/1986 y 17/1989).

6. La recurrente formuló alegaciones el 1 de marzo
da 1990 en favor da su pretensión de amparo. reiterando
que la Sentancia del Tribunal Supremo impugnada infrin­
ge los darechos fundamentales invocados en su de­
manda.

Aaf sucede con el darecho a la presunción de ino­
cencia. pues la Sentencia reconoce que la Administra­
ción asuma la cerga da la prueba y que existe una falta
absoluta de prueba. ya que ni tan siquiera solicitó el
recibimiento a prueba en la vla judicial y. ademá•• impidió
la realización da las soIicitlldas por la aC10ra y el Sr.
Gasulla. Por lo que al confirmar la sanción impuel1a a
la actora. simpla nOOa propietaria de parte de la fince
donde dice la Administración sin probarlo que sucedie­
ron los hachos. se vulneró la presunción de inocencia
de la aC10ra (SSTC 13/1982 y 22/1988).

Igualmenta afirma infrfngido el arto 25.1 C.E.. porque
los hechos son anteriores a las normas jurldicas en que
se fundó le sanción. fueron .despenalizados» por la pro­
pia AdministrllCión al clasificar los terrenos como ur~
nos. y sa sancionó a la aC10ra a pesar da no haber actua­
do como promotora (art. 228.1 Ley del Suelo y STC
3/1988). Finalmente. cuando se incoó '11 expediente san­
cionador. ya se encontraba prescrita la supuesta infrac­
ción.

Finalmente. se ha infrfngido el art. 14 por revocar
la sanción impuesta al Sr. Gasulla y mantenerla a la aC1o­
re. infringiendo el derecho de' igualdad en aplicación de
la Ley que obliga 'a que sea aplicada de modo igual
a todos aquellos que se encuentren en la misma situación
(STC 144/1988).

La aC10ra finaliza sus alegaciones añadiendo que
varios de los darechos invocados 80n de tal rango que
no sólo ordena su protección nuestra Constitución. SinO
que también los recogen los arta. 6. 7 Y 14 del Convenio
Europeo de Derechos Humanos. por lo que las infrac­
ciones cometides por la Sentencia impugnada deben
ser conocidas y corregidas por este Tribunal.

7. El letrado de la Generalidad de Cataluña formuló
alegaciones el dla 14 de marzo da 1990. presentadas
en el Juzgedo da Guardia el anterior dla 12. oponiéndose
a la demanda.

Niega que se heya vulnerado la presunción de ino­
cencia de la actora. porque los hachos quedaron pro­
blldos cumplidamente por propio reconocimientq de la
interesada. tanto en el procedimiento administrativo san­
cionador como en el proceso contancioso. hasta el punto
da no resultar cuestión dabatida que desde 1970 a 1980
el pareje «Cal Artigas» estaba calificado urbanfsticamen­
te de urbanizabla no programado y no parcelable y. no
obl1ante ello. en e.. periodo de tIempo fue parcelado
y vendidas la. parcelas resultantes. Que existiesen otras
"ituaciones semejantes en otros parajes no altara la par­
celación ilegal probada en Cal Artigas. como tampoco
la falta de·confesión judicial da la Administración puede
alterar el reconocimiento hecho por la propia recurrente.

En contra de la alegación del arto 25.1 C.E.. el Letrado
da la Generalidad afirma que la parcelación de suelo
urbanizable no programlldo esté tipificada como infrac­
ción grave tanto en la Ley da Suelo de 1976 (arta. 84.
96. 226 y 226) como en la anterior Ley del Suelo de
1966 (arta. 79. "213.214 y 216). asl como en el Regle­
manto da Disciplina Urbanfstica de 1978 y en la Ley
de Cataluña da 1981 sobre protección da la legalidad
urbanfstica. aplicable el1a últIma en cuanto que regula
le compatencl8 sancionadora de los órganos de la Gene­
ralidad. El argumento da la «daspenalización» por el con­
venio urbanfstico de 1981 es errónea. pues ni el posterior
Plan General del Municipio de L1issé de Munt de 1982
contenfa. ni podfa contener. amnistlas ni indultos. ni tam­
poco elimina infracciones tipificadas en las leyes como
la percelación ilegal. Tampoco puede admitirse la pre..
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cripción. pues toda parcelación constituye una operación
compleja y un acto continuado. por lo que .1 plazo vi.n.
ref.rido a los .ctos finales. que se reconocen producidos
• n 1979 Yaun .n anos posterior.s.

Finalm.nta.•n cuanto al derecho a no ser discrim~
nada.n r.leción con.1 Sr. Gesulla y a Iafahe de tipicidad
I.gal d. su r.sponsabilid.d como nudo propi.taria••1
Letrado d. la Generalidad opone que la invocación del
art. 228 LS. y d.1 arto 57 R.D.U. es .rrónea. por cuanto
ambos preceptos s. refi.ren a obras .jecutadas sin licen­
cia. pero no a las reparcelaciones. a les que son aplicabl.s
los arts. 66 a 76 d. dicho Reglamento d. Disciplina
Urbanlstica. los cual.s. concretamenta .1 art. 68 R.O.U.
dispon.n la sanción d. qui.nes llevan a cabo la par­
celación. Consta indubitado. por admitirlo incluso la
d.mandant.. que .ra nudo propi.taria d. Cal Artigas
y que .n su calidad d. tal vendla las parcelas obtanidas.
por lo que debe .ntand.... comprendida .ntr. les per­
sonas que realizan la parcel.ción. La circunstancia d.
que .1 Tribunal Supr.mo no haya entendido probada
le calidad de promotor d.1 Sr. Gesulla no .Iimina la res­
ponsabilidad de la Sra. Artigas. por lo que no caba hablar
d. discriminación alguna. Como declara la Senl.ncia de
la Audiencia. la sancionada puede repercutir contra ,los
otros intaMni.nt,;s .n la operación que por razones pro­
cesales O sustantivas no fueron sancionados.

8. Por .scrito pr.éentado .1 20 d. novi.mbre d.
l$91. la parte recurrante recordó. con todo .1 raspeto
y aun a sabiendas d.1 ingente c6mulo d. tr.b.jo que
tiene.1 Tribun.l. que l. dilación a la que se vela som.tida
.mpezaba a vuln.r.r .1 principio de tutela judicial. por
lo que solicitó que s. dictara Sentancia .n un pieza
razonabl.. .. '. .

La Sección Segunda tuvo por recibido dicho .scrito
m.diant. provid.ncia d. 2 de dici.mbr•• por la que se
le hizo sabar que su r.curso de ampero sa hallaba con­
cluso y pendiente d. señalar dla y hora para deliberación
y votación cuendo por turno le corr.spondiera.

9. Por provid.ncia d.1 19 d. octubr. d. 1992. sa
acordo fijar para la d.libaración y votación d. la pr.senta
Sentancia .1 dla 26 d.1 mismo mes y año. fecha .n
que se inició dicho trámita que ha finalizado .n el dla
d. hoy. .

r '11. ··Fund.mantós júJfcllcoa L . '." , • .•

·1. El presente recurso de ampero se dirige cOntra
la Sentencia d.1 Tribunal Supremo de 23 de dici.mbr.
de 1988.•n cuanto que confirma la unción urbanlstica
impu.sta a la recurrente por la Dirección Genaral de
Urbanismo d. la Gen.ralidad de Catelulla. Seg6n la acto­
ra. dicha Sentancia ha I.sionado sus derechos a la pns­
sunción de inoc.ncia (art. 24.2 C.E). a le legalidad puni­
tiva (art. 25.1 C.E.) y a le igualdad (art. 14 C.E). Plant.ada
.n estos tárminos le demanda de amparo. debamos pre­
cisar -<:on.1 fin d. fijar con claridad los limites del d.bat.
prócesal- que no todas I.s violaciones de derechos fun­
dem.ntal.s denunciadas serien Imputables -iIe .xisti......
• le Sent.ncia impuqnada. ya que ·8lgunas d. ellas
podrlan habar aido onglnadas por la Reaolución adm~
nistrativa que impuso la unción o. en su caso. por le
Sentencia dietada .n prim.re instancia y confirmada.
por lo que concierne a la actorIl# en .,81.ciót i.

Los h.chos que han dedo lugar ala presenta demande
de amparo son. muy sucintamente y aegún .. desprende
de le Sentencia impugnada. los aigutantaa: La Sra. Artigas
y el Sr. Gesulla fueron aancionadoa por Aaaolución de
le Dirección Gen.ral de Urbanismo de la Generalidad
de Catalulla de 26 d. junio de 1984. La conducta por
le que se unclonó a l. hoy recurrent. en amparo fue
le d. fraccionar.n 743 percelas. por lo manos. le finca

.Cal Artigas». da la que era propiataria. la cual estaba
ubicada en suelo clesificado como urbenizabl. no pro­
gramado por el Plan Generel de 20 de junio de 1976.
Según se dice en la Sentencia impugnada. el inicio de
dicha conduéta tuvo luger.n 1970. En cuanto a le fecha
de incoación d.1 'expediente sancionador. podemos
deducir que fu. antarlor al 25 de noviambre de 1980.
pues ésta es la fecha de los escritos de alegaciones
de la Sra. Artigas y del Sr. Gasulla contra la incoación
del expedi.nta. Entra dicha f.cha y 1984. año an qua
finalmenta se impuso la unción. tuvo lugar un hecho
de gran importancia consistenta en que 1982 un Plan
Genaral clasificó como urbanos los tarranos cuye par­
c.lación determinó la sanción mancionada. Dicho Plan
estuvo entacadido por un pacto protocolizado notarial­
mente entre los Sr.s. Artigas y Gesulla y el Alcalde de
Uissápa Munt, en septiembre d. 1981.

2. Entrando ya .n el axamen del fondo d. las cues­
tion.s p1ent.adas debemos .xaminar. con caráct.r pre­
vio. la .legación d.1 Minist.rio Fiscal .n al s.ntido de
-que la Sent.ncia del Tribunal Supr.mo que s. impugna
ha lesionado .1 d.r.cho de le recurrenta a la tut.la judi­
cial efectiva. De ser .110 asr. t.ndriamos que .cogar la
alagación del Minist.rio Fiscal y no proced.rla. en con­
secuencia. hacer pronunciami.nto alguno sobre el resto
da las cuestion.s plantaad.s.

Al respecto d.bamos recordar ahora que .s doctrina
reiterade d••ste Tribunel Constitucional que una apl~

cación d. l. legalidad que sea arbitrarie. manifi.stam.nt.
irr.zonede o irrazonabl•• no puad. consid.rarse fundada
.n Derecho y lesiona. por .110. .1 d.r.cho a la tut.la
judicial (SSTC 23/1987. 24/1990 y 25/1990). Es cierto
qua la apliceción de le legalidad corr.spond••xclus~

vamenta a los Tribunales ordinarios (art. 117.3 C.E.) y
qua. por .110••sta Tribunal Constitucional carece de juris­
dicción para actuar como una instancia C8sacionel des­
tineda a velar por la corrección interna d. la int.rpre­
tación jurisdiccional de la legalidad ordinaria (STC
25/1990). Sin .mbargo. ello no obsta para qu•••n d.t.r­
minados supuestos. pueda .star justificado .1 análisis
mismo del razonami.nto judicial .n .sta Yia d. amparo
constitucional. porque la ,nadecuación o .1 error .n tal
razonami.nto puada .ventualmenta traducirs••n una
dacisión I.siva d. un d.recho fundam.ntal (STC
100/1987). AsI ocurre .n los casos .n los qu•• como
.n e1present•• la resolución judicial contiene contra­
diccion.s int.rnas O error.s lógicos qua h.cen de .lIa
una resolución manifiastement. irrazonable por contra­
dictoria y. por ello. carente de motivación.

En .1 caso que .xaminamos. la Sent.ncia d. la Sala
de lo Contencioso-Administrativo d.1 Tribunal Supremo
d. 23 d. diciambre de 1988 conti.n. rezonamientos
que .stán en abierta y clara contradicción con .1 fallo
desastimatorio del recurso de apelación de la actora Srá.
Artigas Marg.nat. As!. en el fundemento d. Deracho
tercero. se afirma que .Ia lej¡islación sanciona por infra~
ción urbenlstica no al pr~rio d. la cosa .n que las
obras que la originan se re.lizan. sino al promotor d.
ástas»•• continuación se dice que los hechos por los
que ha Sido sancionada la actora se incardinan .n los
arts. 68 y 89 del R.D.U. y las personas responsables
son. a tanor de lo dispu.sto .n .1 art. 228:1 LS. y .n
.1 .rt. 57.1 del R.D.U.. el promotor••1 .mpr.sario de
las obras y el técnico director d. las mismas. Pu.s bien.
tras manifestar en SU fundamento d. Derecho cuarto
que a la actora se la califica como promotora y qua
dicha condición -necesaria para ser sancionada s.gún
.1 razonami.nto de la Sala- no ha sido probada por
le Administración. llaga a la conclusión. .n clara con­
tradicción con su razonamiento.de que debe confirma...
integramenta la sanción impuesta a la hoy recurr.nte
en amparo.
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Por otro lado. dasPués de subsumir los hechos san­
cionados en la infracción definida en los arts. 68 y 89
dal R.D.U. (parcelación en suelo urbenizable no progra­
mado antes de la aprobación definitiva del correspon­
dienle Programa de Actuación Urbanfatica) y da procla­
mar como principio del Derecho sancionador en materia
urbanlsúca el de la retroactividad de la norma más bena­
ficiosa. concluye que dos aIIos antes da dictar la Reso­
lución sancionatoria un Plan G_ral habla clasificado
como urbar10s los terrenos en cuestión y que dicha cir­
cunstancia no fue contemplada por la Administración
sancionadora que. pase a ello. siguió calificando aquellos
terrenos como suelo urbanizabla no programado. Pues
bien. también este razonamiento conduce a la Sala a
desestimar el recurso de apalación de doña Maria Rosa
Artigas Marganaty a confirmar la legalidad de la sanción
impuesta. Ello con la circunstencia agravante de que
un mismo razonamiento. común para los dos apalantes.
haya llevado a dos conclusiones radicalmente opuestas
respacto de cada uno de alias. Todo lo cual pone de
manifiesto que. con indepandencia da la corrección de
la interpretación da la legalidad urbanfstica da la que
la Sala parta. y sobre la cual este Tribunal nada tiene
que decir. la Santencia que se Impugna es manifiesta­
menta irrazonable. lo que nos lleva a concluir que la
actora no ha obtenido la tutela judicial efectiva garan-
tizada en elaft. 24.1 de nuestra Constitución. '

Finalmenta. tal y como afirma el Ministerio Fiscál.
no es obstáculo para estimar el presente recurso de
amparo el hecho de que en la demanda no se haga
una referencia explicita al derecho a la tutela judicial
efectiva que ha resultado lesionado por la Sentencia que
se impugna. Al respecto debemos recordar. acogiendo
la alegación del Ministerio Fiscal que el Tribunal Cons­
titucional no .está vinculado por los argumentos o fazo­
namientos jurldicos de las partas y. en virtud de ello.
puede y debe examinar la demanda cuando en ásta se
contienen, elementos que permitan suparar la indabida
idantificación en que incurra dicha demanda (SSTC
65/1983 y 1711989).

En el presente caso. la demanda contiene los ele­
mentos necesarios para considerar delimitado suficien­
tamente el contenido del derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva. ya que. entre otras cosas. en el eplgrafe
primero. bajo la invoceción del aft. 24.2 C.E.. se dice
que «de las conclusiones a que llaga la Santencia dictada
por el Tribunal Supremo. es claro que el fallo sólo podla
ser uno: la revocación da la sanción. Sin embargo. otra
vaz repite su error el Tribunal Supremo y. sin que madie
justificación alg~na. dacida revocar la sanción exclus~

vamente al supuesto promotor,don Antonio Gasulla
Torrenti. por no ser tel. y. en cambio. confirma la impues­
ta a mi mandante..... En términos similares se vuelve
a hacar alusión a las contradicciones internas da la San­
tencia cuando se dice. refiriéndose a la afirmación con­
tenida en la resolución que se impugna de que la Admi­
nistración no ha probado Su condición da promotora.
que «ante tan claros pronunciamientos era de esperar
la revocación de la sanción respecto a mi mandante.
Sin embargo. incomprensible e injustificadamente vuelve
a olvidar el Tribunal Supremo da nuevo a mi mandante
en el fallo y no le revoca su sanción..... Estas argumen­
taciones ponen. pues. da manifiesto patentemente que
la recurrente está imputando e la Sentencia la falta da
motivación por la contradicción entre su fello y los arg....
mentos que pretendan sustentarlo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AlIT_ QUE LE CONFlERE LA CoNSl111JC1ÓN
DE LA NACIóN EspAfloLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y. en consecuencia:

1.· Reconocer como vulnerado el deracho ala tutela
judicial efectiva.

2.· Anular la Sentencia de la Sala de lo Canten­
cioso-Administrativo del Tribunal Supremo de 23 de
diciembre de 1988.

3.· Restablecer el darecho fundamental vulnerado.
para lo cual habrán de retrotraerse las actuaciones a
fin de que. por la mencionada Sala. se dicte nueva Sen­
tencia respatuosa con el derecho a la tutela.

Publlquese esta Sentencia en el «BoIetln Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dieciséis de noviembre de mil
novecientos noventa y dos.-Miguel R')r1rlguez-Pillero y
Bravo-Ferrer.-Femando Gercle-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vage Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

27983 Sala Primera. Sentencia 185/1992. de 16 de
noviembre. Recurso de amparo 508/7989.
Contra Santencia dal Juzgado de lo Social
número 5 de Alicante. que desestimó impug­
nación por CC.OO. de la no proclamación defi­
nitiva de su candidatura en elecciones para
miembros del comité de empresa del centro
de trabajo de la ONCE en Alicante. Supuesta
vulnaración del derecho a la libartad sindical:
no subsanación de defactos de la candidatura.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodrlguez-Pilleiro y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Femendo Garcle-Mori y González-Re!!ueral.
don Carlos de la Vaga Banayas. don Vicente Glmeno
Sendra," don Rafael da Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz VillaIón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso da amparo núm. 508/1989. interpuesto
por la Procuradora de los Tribunales dalla Isabel Calledo ,
Vega en nombre y representación de la Confederación
Sindical de Comisiones Obreras. asistida del Letrado don
Angel Martfn Aguado. contra la Sentencia del Juez de
lo Social núm. 5 da Alicante. de 24 de febrero de 1989.
Han comparecido el Ministerio Fiscal. la Unión de Tra­
bajadores de la ONCE (UTO) reprasentada por la Pro­
curadora dORe Maria Rodrlguez Puyol. asistida del Letra­
do don José Ignacio Rodrlguez Rodrlguez. y la Orga­
nización Nacional de Ciegos da Espalla (ONCE). repre­
sentedo por eltembién Procurador don Paulina Monsalve
Gurraa. asistido dal Letrado don Jesús Garcla Sánchez.
y he sido Ponente el Magistrado don Rafael da Men­
dizábal A1lande quien expresa el parecer de la Sala.


